
 

Ciudad de México, a 29 de septiembre del 2024 

 

Diputado Mario Enrique Sánchez Flores 

Presidente de la Comisión de Justicia Cívica y Defensoría Pública 

Congreso de la Ciudad de México 

III Legislatura 

  

  

Fernando Zárate Salgado, por derecho propio y en mi calidad de diputado del 

Congreso de la Ciudad de México, ante Usted, respetuosamente expongo: 

  

El día 24 de septiembre del año en curso recibí proyecto de dictamen en sentido positivo 

que presentan las comisiones unidas de Administración y Procuración de Justicia; y de 

Justicia Cívica y Defensoría Pública, respecto de la iniciativa con proyecto de decreto por 

el que se adiciones una fracción V Bis al artículo 28 y se modifica el artículo 32 de la ley 

de Cultura Cívica de la Ciudad de México; y se reforma el artículo 286 del Código Penal 

para el Distrito Federal, suscrita por el Dr. Martí Batres Guadarrama, Jefe de Gobierno de 

la Ciudad de México. 
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El día 29 de septiembre de 2024 comisiones unidas de Administración y Procuración de 

Justicia, y de Justicia Cívica y Defensoría Pública sesionó para dictaminar la iniciativa 

planteada por el Ejecutivo Local.  

 

En términos de lo dispuesto por los artículo 106 último párrafo, 112, 113 y demás relativos 

y aplicables del Reglamento del Congreso de la Ciudad de México anuncié la presentación 

de voto particular, por lo que se presenta en los siguientes términos para dar 

cumplimiento puntual y estricto al ordenamiento jurídico: 

 

 

I. FUNDAMENTO JURÍDICO, ANTECEDENTES, Y CONSIDERACIONES    

   

Es pertinente y oportuna la modificación a las normas jurídicas que prevé la iniciativa, 

por lo que en lo general mi voto es en favor.  La reforma a los artículos 26, 27, 28, y 29 

de la Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de México, y 286 del Código Penal para el Distrito 

Federal regula una conducta social que atenta contra los principios de legalidad, salud, 

seguridad personal, patrimonio de las familias, certeza y seguridad jurídica, entre otros. 

 

Tanto la venta de bebidas alcohólicas como su consumo genera una problemática social 

que debe ser regulada por el ordenamiento jurídico local, que al día de hoy, no se 

encuentra prevista de manera completa. Especialmente, la vía pública es un espacio en 

donde se requiere mucha más atención y la propia iniciativa, así como el dictamen 

establece las causas, motivos y razones de manera completa. 

  

A su vez, el quebrantamiento de sellos tal y como lo prevé la legislación penal es una 

figura que se encuentra absolutamente rebasada por la realidad, en la que de manera 

sistemática y con total impunidad los propietarios, poseedores, constructores, 

arquitectos, y diversos entes, simple y sencillamente continúan las obras colocando una 

manta, lona o cualquier instrumento para esconder visualmente lo que ocurre en la obra 

o construcción. El estado de clausura o suspensión de actividades no es respetado, y 
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además la demolición como sanción es una figura que tampoco ocurre en la super 

mayoría de los casos. 

 

Así las cosas, el fortalecimiento y regulación de ambas conductas resulta total y 

absolutamente necesarias en la ciudad. 

 

  

ANTECEDENTES Y CONSIDERACIONES PARTICULARES 

  

Respecto a la figura de quebrantamiento de sellos prevista por el artículo 286 del Código 

Penal para el Distrito Federal emito las siguientes consideraciones: 

  

El párrafo que se pretende modificar trata la materia aseguramiento misma que atiende 

los artículos 229, 230, 232 y 233 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 

ordenamiento aplicable en la Ciudad de México en lo que corresponde al derecho adjetivo, 

es decir, al procedimiento y que de manera puntual y exhaustiva define los elementos 

del delito que corresponde a dicha figura. 

 

Se transcribe de manera literal: 

 

(Código Nacional de Procedimientos Penales) 

 

Artículo 229 

Aseguramiento de bienes, instrumentos, objetos o productos del delito 
Los instrumentos, objetos o productos del delito, así como los bienes en que existan 

huellas o pudieran tener relación con éste, siempre que guarden relación directa 

con el lugar de los hechos o del hallazgo, serán asegurados durante el desarrollo 

de la investigación, a fin de que no se alteren, destruyan o desaparezcan. Para 

tales efectos se establecerán controles específicos para su resguardo, que 

atenderán como mínimo a la naturaleza del bien y a la peligrosidad de su 

conservación. 

  

Artículo 230 

Reglas sobre el aseguramiento de bienes 
El aseguramiento de bienes se realizará conforme a lo siguiente: 
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·       I. El Ministerio Público, o la Policía en auxilio de éste, deberá elaborar un 

inventario de todos y cada uno de los bienes que se pretendan asegurar, firmado 

por el imputado o la persona con quien se atienda el acto de investigación. Ante su 

ausencia o negativa, la relación deberá ser firmada por dos testigos presenciales 

que preferentemente no sean miembros de la Policía y cuando ello suceda, que no 

hayan participado materialmente en la ejecución del acto; 

·       II. La Policía deberá tomar las providencias necesarias para la debida 

preservación del lugar de los hechos o del hallazgo y de los indicios, huellas, o 

vestigios del hecho delictivo, así como de los instrumentos, objetos o productos del 

delito asegurados, y 

·       III. Los bienes asegurados y el inventario correspondiente se pondrán a la 

brevedad a disposición de la autoridad competente, de conformidad con las 

disposiciones aplicables. Se deberá informar si los bienes asegurados son indicio, 

evidencia física, objeto, instrumento o producto del hecho delictivo. 

  

Artículo 232 

Custodia y disposición de los bienes asegurados 
Cuando los bienes que se aseguren hayan sido previamente embargados, 

intervenidos, secuestrados o asegurados, se notificará el nuevo aseguramiento a 

las autoridades que hayan ordenado dichos actos. Los bienes continuarán en 

custodia de quien se haya designado para ese fin, y a disposición de la autoridad 

judicial o del Ministerio Público para los efectos del procedimiento penal. De 

levantarse el embargo, intervención, secuestro o aseguramiento previos, quien los 

tenga bajo su custodia, los entregará a la autoridad competente para efectos de su 

administración. 

Sobre los bienes asegurados no podrán ejercerse actos de dominio por sus 

propietarios, depositarios, interventores o administradores, durante el tiempo que 

dure el aseguramiento en el procedimiento penal, salvo los casos expresamente 

señalados por las disposiciones aplicables. 
El aseguramiento no implica modificación alguna a los gravámenes o limitaciones 

de dominio existentes con anterioridad sobre los bienes. 

  

Artículo 233 

Registro de los bienes asegurados 
Se hará constar en los registros públicos que correspondan, de conformidad con 

las disposiciones aplicables: 

·       I. El aseguramiento de bienes inmuebles, derechos reales, aeronaves, 

embarcaciones, empresas, negociaciones, establecimientos, acciones, partes 

sociales, títulos bursátiles y cualquier otro bien o derecho susceptible de registro 

o constancia, y 

·       II. El nombramiento del depositario, interventor o administrador, de los 

bienes a que se refiere la fracción anterior. 

El registro o su cancelación se realizarán sin más requisito que el oficio que para 

tal efecto emita la autoridad judicial o el Ministerio Público. 

  

(Énfasis propio) 
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De la lectura de dicho ordenamiento se extraen varias conclusiones: 

 

i) El aseguramiento implica la conservación del instrumento, objeto o inmueble, 

y los que se encuentren relacionados con el delito con el fin que no se 

destruyan, desaparezcan o se alteren; 

ii)  Serán puestos a disposición de la autoridad; y 

iii) Los propietarios, depositarios, interventores o administradores no podrán 

ejercer actos de dominio, con salvedades. 

 

Ahora bien, la iniciativa y dictamen contempla la incorporación, en el primer enunciado 

del artículo 286, de las palabras “quebrante la salvaguarda”. Partiendo de un análisis 

doble, esta incorporación de palabras genera la adición de instituciones jurídicas que 

implicará la necesidad de acreditarlas y demostrarlas como una carga adicional al 

ministerio público. Dichas instituciones no se encuentran previstas por la legislación 

federal, como se puede observar de la transcripción anterior, y que además tienen una 

serie de reglas distintas a las de la materia penal y específicamente al aseguramiento. 

 

Parto del uso del lenguaje para poder desarrollar la idea: el Diccionario de la lengua 

española, emitida por la Real Academia Española, autoridad en la materia, la define como 

“guarda que se pone para la custodia de una cosa”; posteriormente acudí al significado 

de “guarda” teniendo como resultado “personas que tiene a su cargo la conservación de 

algo”, “acción de guardar”, “tutela”, “observancia y cumplimiento de un mandato, ley o 

estatuto”; asimismo, la palabra “custodiar” tiene un significado de “guardar algo con 

cuidado y vigilancia”. 

 

Asimismo, la palabra “quebrantar” significa “romper, separar con violencia”, lo que 

además adiciona otro elemento de complejidad no solo al utilizar la palabra, sino que 

jurídicamente le incorpora un término que no prevé la legislación federal sobre 

aseguramiento. Mientras aquél establece el fin de no destrucción, desaparición o 

Doc ID: 5fb0bf0ab36bc653cf47b88ddb60dc07027ff758



alteración, este incorpora romper o separar con violencia, lo que no solo es distinto, sino 

adicional. 

 

Pareciera que el presente voto particular tiene un efecto solamente en la forma, sin 

embargo, una vez que se analiza a profundidad, en realidad es de fondo porque las 

características del aseguramiento son al final del día tratadas de manera distinta en el 

Código Federal de Procedimientos Penales que en el Código Penal, lo que debilita la 

armonización de las normas, y en realidad la persecución por parte del Ministerio Público, 

que es lo que el promovente de la iniciativa busca.  

 

Se trata de facilitar al ministerio público realidades que ocurren en la Ciudad de México y 

que implica la destrucción, alteración o desaparición de lo asegurado, no el 

quebrantamiento de la salvaguarda. Este término, implica la necesidad de interpretación 

de cada uno de sus elementos, lo que de inicio genera complejidad, y al final pudiera 

impedir la eficacia de la norma.  

 

O sea, para garantizar la eficacia de la iniciativa la mejor opción sería armonizarla tal cual, 

a los conceptos que se utilizan en el marco normativo federal. Esto significa incorporar 

los términos alterar (altere), destruir (destruya) o desaparecer (desaparezca), 

en lugar de “quebrante la salvaguarda”. 

 

En segundo lugar, el segundo párrafo del artículo 286 establece el inicio del enunciado 

como “Se equipará…” lo que refiere al verbo equipar, y no como se pretende “equiparar” 

por lo que la palabra correcta a utilizar debería ser “equiparará”. Es evidente que el delito 

de quebrantamiento de sellos no deberá equiparse, sino equipararse. Asimismo, el mismo 

enunciado establece “Se equipará al delito de quebrantamiento de sellos y se sancionará 

con una pena, de prisión de seis a doce …”. En este caso, la coma utilizada después de 

la palabra pena debe desaparecer para que no quede duda alguna que la sanción 

corresponde a la conducta, y no exista una pausa entre la conducta y la sanción. 
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Finalmente, el mismo párrafo requiere una adición de conceptos (medidas de seguridad) 

al que actualmente prevé integradas por el estado de clausura, suspensión de actividades 

o aseguramiento.  

 

Es cierto que dichos conceptos se encuentran determinados y desarrollados en la Ley de 

Desarrollo Urbano, así como en el Reglamento de Construcciones para la Ciudad de 

México, sin embargo, también es necesario considerar la ley que regula al Instituto de 

Verificación Administrativa, quién de manera determinante ejecuta distintas sanciones en 

materia de construcciones, edificaciones, medios publicitarios o establecimientos 

mercantiles, mismos que son objeto de la reforma.  

  
El artículo 14 de la Ley del Instituto de Verificación Administrativa de la Ciudad de México 

prevé las facultades y competencia de la autoridad en la materia, que entre otras 

establece la verificación administrativa en materia de desarrollo urbano, preservación del 

medio ambiente, transporte público, construcciones y edificaciones, entre otras. 

  

Una de las principales atribuciones que le corresponden se encuentra prevista en el propio 

artículo 14, apartado A, fracción II, que establece “ordenar y ejecutar las medidas de 

seguridad…”, y apartado B, fracción III, que establece “Ordenar, a las personas 

verificadoras del Instituto, la ejecución de las medidas de seguridad y sanciones…”. 

 

Transcribo las normas para tener más claridad: 

 

Artículo 14.- En materia de verificación administrativa el Instituto y las Alcaldías tienen 

las siguientes competencias: 

 

A. El Instituto tendrá las atribuciones siguientes: 

 

I. Practicar visitas de verificación administrativa en materias de: 

 

a) Preservación del medio ambiente y protección ecológica; 

 

b) Mobiliario Urbano; 

 

c) Desarrollo Urbano; 

 

d) Turismo; 
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e) Transporte público, mercantil y privado de pasajero y de carga; 

 

f) Las demás que establezcan las disposiciones legales que regulen el funcionamiento de las 

Dependencias del Gobierno de la Ciudad de México. 

 

II. Ordenar y ejecutar las medidas de seguridad e imponer las sanciones previstas en las 

leyes, así como resolver los recursos administrativos que se promuevan. 

 

Cuando se trate de actos emitidos por el Gobierno de la Ciudad de México, también podrá 

solicitar la custodia del folio real del predio de manera fundada y motivada, al Registro 

Público de la Propiedad y de Comercio de la Ciudad de México, cuando se trate de un 

procedimiento administrativo de verificación relacionado con desarrollo urbano u 

ordenamiento territorial, para evitar la inscripción de actos que impidan la ejecución de la 

resolución del fondo del asunto. 

 

III. Emitir los lineamientos y criterios para el ejercicio de la actividad verificadora; 

 

IV. Velar, en la esfera de su competencia, por el cumplimiento de las leyes, reglamentos, 

decretos, acuerdos, circulares y demás disposiciones jurídicas vinculadas con las materias 

a que se refiere la fracción I, y 

 

V. El Instituto no podrá ordenar la práctica de visitas de verificación en materias que 

constitucionalmente sean de competencia exclusiva de las Alcaldías. No obstante ello, 

cuando ocurra un desastre natural que ponga en riesgo la vida y seguridad de los habitantes, 

la persona titular de la Jefatura de Gobierno podrá, en coordinación con las Alcaldías, 

ordenar visitas en cualquiera de las materias que se establecen en el apartado B, fracción I 

del presente artículo. 

 

B. Las Alcaldías tendrán de manera exclusiva las atribuciones constitucionales siguientes: 

 

I. Ordenar, al personal especializado en funciones de verificación del Instituto, adscritos a las 

Alcaldías, la práctica de visitas de verificación administrativa en las siguientes materias: 

 

a) Anuncios; 

 

b) Cementerios y Servicios Funerarios, y 

 

c) Construcciones y Edificaciones; 

 

d) Desarrollo Urbano; 

 

e) Espectáculos Públicos; 

 

f) Establecimientos Mercantiles; 

 

g) Estacionamientos Públicos; 

 

h) Mercados y abasto; 

 

i) Protección Civil; 
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j) Protección de no fumadores; 

 

k) Protección Ecológica; 

 

l) Servicios de alojamiento, y 

 

m) Uso de suelo; 

 

n) Las demás que establezcan las disposiciones legales y reglamentarias en las materias que 

no sean competencia de las secretarías u órganos administrativos desconcentrados. 

 

II. Calificar las actas de visitas de verificación, practicadas y de conformidad con la fracción 

anterior, y 

 

III. Ordenar, a las personas verificadoras del Instituto, la ejecución de las medidas de 

seguridad y las sanciones impuestas en la calificación de las actas de visitas de 

verificación. 

 

También podrán solicitar la custodia del folio real del predio de manera fundada y 

motivada, al Registro Público de la Propiedad y de Comercio de la Ciudad de México, 

cuando se trate de un procedimiento administrativo de verificación relacionado con 

desarrollo urbano, construcciones, inmuebles u ordenamiento territorial, para evitar la 

inscripción de actos que impidan la ejecución de la resolución del fondo del asunto. 

 

La delimitación de la competencia de verificación administrativa en materia de desarrollo 

urbano, se realizará de conformidad con los actos administrativos que emitan las 

autoridades del Gobierno de la Ciudad de México, en el ejercicio de su competencia y 

obligatoriamente coordinada con las Alcaldías. En los demás casos, será competencia 

exclusiva de las Alcaldías, la realización, substanciación y calificación de dicha visita. 

 

(Énfasis propio) 

  

Por lo tanto, y con el objeto de contemplar todos los supuestos que prevé la materia de 

verificación y armonizarla con el delito que se pretende crear, le solicito la incorporación 

de dicha figura para que la regulación se encuentre completa y exhaustiva. 

 

II. RESOLUTIVOS, NORMAS O PROPUESTAS CONCRETAS  

 

Artículo 286 – Código Penal para el Distrito Federal 

Dictamen Propuesta 

TÍTULO DÉCIMO NOVENO  TÍTULO DÉCIMO NOVENO  
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HECHOS DE CORRUPCIÓN Y DELITOS 

CONTRA EL SERVICIO PÚBLICO 

COMETIDOS POR PARTICULARES 

CAPÍTULO I A III. … 

 

CAPÍTULO IV 

QUEBRANTAMIENTO DE SELLOS 

 

ARTÍCULO 286. Al que, valiéndose de 

cualquier medio, quebrante la salvaguarda 

de los objetos, espacios o inmuebles 

asegurados por orden de autoridad 

competente, se le impondrán de dos a 

siete años de prisión y de cien a quinientos 

días de multa. 

 

Se equipará al delito de quebrantamiento 

de sellos y se sancionará con una pena, de 

prisión de seis a doce años y de mil a cinco 

mil días multa, al titular, propietario, 

poseedor, representante o resopnsable de 

una construcción, edificación, medio 

publicitario o establecimiento mercantil, 

en estado de clausura, suspensión de 

actividades o aseguramiento que permita, 

realice o promueva actos de comercio, 

construcción o prestación de un servicio, 

aun cuando los sellos permanezcan 

incólumes. La misma pena se aplicará, 

cuando se quebrantes los sellos en 

HECHOS DE CORRUPCIÓN Y DELITOS 

CONTRA EL SERVICIO PÚBLICO 

COMETIDOS POR PARTICULARES 

CAPÍTULO I A III. … 

 

CAPÍTULO IV 

QUEBRANTAMIENTO DE SELLOS 

 

ARTÍCULO 286. Al que, valiéndose de 

cualquier medio, altere, destruya o 

desaparezca los objetos, espacios o 

inmuebles asegurados por orden de 

autoridad competente, se le impondrán de 

dos a siete años de prisión y de cien a 

quinientos días de multa. 

 

Se equiparará al delito de 

quebrantamiento de sellos y se sancionará 

con una pena de prisión, de seis a doce 

años y de mil a cinco mil días multa, al 

titular, propietario, poseedor, 

representante o resopnsable de una 

construcción, edificación, medio 

publicitario o establecimiento mercantil, 

en estado de clausura, suspensión de 

actividades, medida de seguridad, o 

aseguramiento que permita, realice o 

promueva actos de comercio, construcción 

o prestación de un servicio, aun cuando los 

sellos permanezcan incólumes. La misma 
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inmuebles catalogados como de valor 

histórico, artístico o patrimonial. 

(…) 

pena se aplicará, cuando se quebrantes los 

sellos en inmuebles catalogados como de 

valor histórico, artístico o patrimonial. 

(…) 

 

III. FIRMA DE QUIEN EXPONE EL VOTO PARTICULAR 

 

 

 

Fernando Zárate Salgado 
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